
NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 9  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-14885-2019
CARATULADO : CONTRERAS/FISCO DE CHILE

Santiago,  diecis is de Abril de dos mil veinte é

           
VISTOS:

En  presentaci n  de  5  de  mayo  de  2019,  comparece  do a  Pazó ñ  

Valentina Becerra Urz a, abogada, en representaci n de don BELISARIOú ó  

DAMI N VERGARA V LIZ, pensionado; don GERM N FERNANDOÁ É Á  

BRIONES  ROJAS,  pensionado;  don  LUIS  RODOLFO JARA TAPIA, 

pensionado; don PEDRO ANTONIO COL N CASTRO, pensionado yÓ  

don ERNESTO OMAR CONTRERAS RUEDA, pensionado, domiciliados 

en  Alameda  N 252,  oficina  42,  comuna  de  Santiago;  demandando  de°  

indemnizaci n de perjuicios por responsabilidad extracontractual en contraó  

del  FISCO DE  CHILE,  representado  legalmente  por  la  Presidenta  del 

Consejo  de  Defensa  del  Estado,  do a  MAR A  EUGENIA  MANAUDñ Í  

TAPIA, abogada, domiciliada en Agustinas N 1687, comuna de Santiago,°  

por la suma de $100.000.000 para cada uno.

Los  demandantes  relatan  en  primera  persona  los  hechos  que  dan 

origen a la demanda.

Don  Belisario  Dami n  Vergara  V liz  indica  que  el  d a  2  deá é í  

noviembre de 1973 fue detenido por Carabineros en la ciudad de Arica. 

Fue trasladado a la 1  Comisar a de Arica y luego a la c rcel p blica de° í á ú  

Arica.  Durante  su permanencia  en la c rcel  estuvo incomunicado y fueá  

sometido a interrogatorios y torturas en la fiscal a militar. Fue liberado el 23í  

de diciembre de 1973. Indica que qued  sumamente afectado, con miedo aó  

salir  a  la  calle  y  traumatizado  por  la  prisi n  y  torturas  a  las  que  fueó  

sometido.  Fue  reconocido  como  v ctima  por  violaciones  a  los  derechosí  

humanos por la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura del a oó ó í ñ  

2004, n mero de registro 26176.ú

Don Germ n Fernando Briones Rojas declara que fue detenido en laá  

ciudad de Arica por funcionarios militares. Estuvo detenido en un recinto 

militar desde el 20 de septiembre hasta el 30 de septiembre de 1073, y 
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despu s fue llevado a la c rcel p blica, donde se mantuvo detenido hasta elé á ú  

30 de diciembre de 1973. Durante su detenci n fue interrogado y torturado,ó  

resultando con dos fracturas en las costillas. Una vez liberado, perdi  suó  

trabajo sin derecho a ning n beneficio. Fue reconocido como v ctima porú í  

violaciones a los derechos humanos por la Comisi n nacional sobre Prisi n,ó ó  

Pol tica y Tortura, n mero de registro 3464.í ú

Don  Luis  Rodolfo  Jara  Tapia  se ala  que  fue  detenido  el  10  deñ  

septiembre  de  1978,  en  la  ciudad  de  Calama  por  personal  de 

Investigaciones. Fue traslado al regimiento Calama, a cargo de funcionarios 

del  ejercito  y  posteriormente,  al  regimiento  Chonchi,  lugres  donde  fue 

interrogado y  torturado,  obligado a  firmar  declaraciones  sin  conocer  su 

contenido.  El  9 de octubre de 1978 fue liberado.  Indica que perdi  suó  

trabajo y que le ha costado recomponer su vida a causa del miedo y terror 

que siente ante la autoridad. Fue reconocido como v ctima por violaciones aí  

los derechos humanos por la Comisi n nacional sobre Prisi n, Pol tica yó ó í  

Tortura, n mero de registro 12163.ú

Don Pedro Antonio Col n Castro relata que fue detenido el 20 deó  

septiembre  de  1973  en  la  ciudad  de  Arica.  Estuvo  detenido  en  la  1° 

comisar a de Arica y despu s en el regimiento de infanter a en Rancagua,í é í  

donde  fue  sometido  a  interrogatorios  y  torturas.  Fue  liberado  el  3  de 

noviembre de 21973. Qued  con da os f sicos de sordera y lumbago. Fueó ñ í  

reconocido como v ctima por violaciones a los derechos humanos por laí  

Comisi n nacional  sobre Prisi n,  Pol tica  y Tortura,  n mero de registroó ó í ú  

6025.

Don Ernesto Omar Contreras  Rueda indica que fue detenido por 

funcionarios de Carabineros y de la DINA el 30 de septiembre de 1975, en 

la ciudad de Iquique. Em los recintos que estuvo detenido fue sometido a 

torturas de diversa ndole. Indica que a causa de esto padece hasta el d a deí í  

hoy crisis de p nico, raz n por la cual perdi  su trabajo. Fue liberado el 5á ó ó  

de noviembre de 1975. Fue reconocido como v ctima por violaciones a losí  

derechos  humanos  por  la  Comisi n  nacional  sobre  Prisi n,  Pol tica  yó ó í  

Tortura, n mero de registro 6275.ú

Los  autores  de  los  hechos  relatados  son  agentes  del  Estado,  que 

formaban parte del Ej rcito de Chile, Carabineros de Chile y Polic as deé í  

X
N

M
X

P
G

F
Z

G
K



Investigaciones,  que  organizados,  desarrollaron  una  pol tica  criminal  alí  

amparo de un r gimen pol tico dictatorial, cuyo origen ileg timo se produceé í í  

en el contexto de un golpe de estado ocurrido el 11 de septiembre de 1973, 

todos  los  agentes  que  participaban  de  las  sesiones  de  tortura  ten an  laí  

calidad  de  funcionarios  p blicos  o  agentes  del  Estado  en  cuanto  eranú  

miembros  de  las  Fuerzas  Armadas.  En  virtud  de  esta  condici n  cabeó  

responsabilidad  civil  al  Estado  de  Chile.  Existe  responsabilidad 

extracontractual que tiene origen en un hecho il cito, a ra z del cual se haí í  

originado un da o, existiendo relaci n de causalidad entre la acci n delñ ó ó  

funcionario p blico y el da o producido. La acci n civil tiene su origen enú ñ ó  

un delito de lesa humanidad y por eso tiene un car cter humanitario. á

La Ley de Bases Generales de la Administraci n se ala que el Estadoó ñ  

ser  responsable  por  los  da os  que  causaren  los  rganos  de  laá ñ ó  

administraci n  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  perjuicio  de  lasó  

responsabilidades  que  pudieren  afectar  al  funcionario  que  las  hubiere 

ocasionado

En cuanto  a  los  fundamentos  de  derecho,  arguye  que  los  hechos 

descritos  constituyen  una  vulneraci n  los  instrumentos  de  car cteró á  

internacional que consagren el derecho a la vida y a la integridad personal, 

principalmente, los art culos 1, 3 y 5 de la Declaraci n Universal de losí ó  

Derechos  Humanos,  el  art culo  4.1  de  la  Convenci n  Americana  sobreí ó  

Derechos Humanos, art culo 1  de la Declaraci n Americana de Derechos yí ° ó  

Deberes  del  Hombre,  los  art culos  6,  7  y  8  del  Pacto  Internacional  deí  

Derechos Civiles y Pol ticos, todo el contenido de la Convenci n Contra laí ó  

Tortura  y  otros  Tratos  Crueles,  Inhumanos  o  Degradantes  de  Naciones 

Unidas,  la  Convenci n  Interamericana  para  Prevenir  y  Sancionar  laó  

Tortura, los Principios de N remberg, los Convenios de Ginebra de 1949,ú  

la Convenci n para la Prevenci n y Sanci n del Delito de Genocidio deó ó ó  

1948, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, y las normas de 

ius cogens relativas a cr menes internacionales.í

La obligaci n de reparar el da o que ha sido causado constituye unó ñ  

principio b sico del  Derecho Internacional. El derecho a una reparaci ná ó  

adecuada y suficiente  frente  a  una violaci n a  una norma u obligaci nó ó  

primaria ha dejado de ser simplemente un principio general del derecho“  
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reconocido por las naciones civilizadas  en los t rminos del art culo 38 del” é í  

Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, para llegar a ser reconocido 

como una obligaci n en el sistema del Derecho Internacional general, por loó  

cual toda vulneraci n o violaci n de un compromiso internacional que hayaó ó  

producido da o hace surgir un deber de repararlo ntegra y adecuadamente.ñ í

El derecho internacional establece que qui n un acto u omisi n estatalé ó  

que viole un convenio u obligaci n internacional debe cesar el da o, asó ñ í 

como el Estado incumplidor debe reparar el da o causado por sus actosñ  

ilegales.

As  mismo, la responsabilidad del  Estado,  consagrada en las  Actasí  

Constitucionales n meros 2 y 3, en la Constituci n de 1980, y en la actualú ó  

constituci n  reformada,  reconoce  claros  antecedentes  en  la  Constituci nó ó  

Pol tica de 1925, vigente a la poca de estos actos il citos.í é í

La naturaleza de esta responsabilidad extracontractual es de derecho 

p blico, en este sentido, la Corte Suprema ha sentenciado: Que, tal comoú “  

lo ha decidido anteriormente esta Corte, la responsabilidad del Estado por 

los  da os que causan los  rganos de su administraci n enunciada en elñ ó ó  

art culo 4  de la Ley Org nica Constitucional de Bases Generales de esaí º á  

Administraci n, es de Derecho P blico y de car cter gen rico, por emanaró ú á é  

de la naturaleza misma de su actividad en el mbito de las funciones que leá  

corresponde llevar a cabo para los fines que le cometen la Constituci nó  

Pol tica y las leyes, para lo cual debe hacer uso de las potestades, medios yí  

acciones  materiales  conducentes  a  ellos .  Por  lo  tanto,  se  excluye  la”  

aplicaci n  de  normas  civiles  a  los  casos  en  que  se  hace  efectiva  laó  

responsabilidad del Estado.

Respecto  a  la  naturaleza  misma  de  esta  responsabilidad 

extracontractual en materia de derechos humanos, es dable sostener que el 

criterio  rector  -en  cuanto  a  fuente  de  la  responsabilidad-  radica  en  el 

art culo 5  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.í ° ó í ú

El Estado de Chile, mutuo proprio, ha reconocido su responsabilidad 

en estos  hechos  en forma expresa a  trav s  del  Informe de la  Comisi né ó  

Nacional de Verdad y Reconciliaci n queda constancia de la sistematicidadó  

de las graves violaciones a los derechos humanos y la represi n en. Por suó  

parte el Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Torturaó ó í  
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reconoce a los demandantes como v ctimas de la pr ctica institucional de laí á  

tortura  lo  cual  debe  servir  como  demostraci n  del  reconocimiento  deló  

Estado de su responsabilidad. 

Las  violaciones  masivas  y  sistem ticas  a  los  derechos  humanosá  

ejecutadas  en  el  cumplimiento  de  una  meticulosa  pol tica  terrorista  delí  

Estado produjeron un considerable,  indeleble,  profundo, extenso, grave y 

perdurable da o moral que ha marcado para siempre a quienes sufrieron talñ  

experiencia.  La tortura  y  los  padecimientos  f sicos  dejan secuelas  f sicas,í í  

mentales y psicosom ticas para toda la vida.á

El derecho a una reparaci n integral es un derecho reconocido por eló  

derecho  internacional  y  derivado  del  bloque  constitucional  de  derechos 

humanos chileno,  en tal  sentido,  al  no poder  volver  las  cosas  al  estado 

anterior al a vulneraci n de los derechos, queda la opci n de repararla.ó ó

Sostiene,  por  otro  lado,  que  la  acci n  destinada  a  obteneró  

indemnizaci n  de perjuicios  derivados  de  la  comisi n  de  delitos  de  lesaó ó  

humanidad  es  imprescriptible,  al  igual  que  la  acci n  penal.  Estaó  

imprescriptibilidad se basa no solo en el derecho internacional, sino tambi né  

en  principios  de  car cter  interno,  internacional  y  por  la  mismaá  

jurisprudencia de la Corte Suprema.

Solicita en definitiva condenar al Estado de Chile a pagar a cada uno 

de los demandantes a t tulo de indemnizaci n de perjuicios por el  da oí ó ñ  

moral sufrido, la suma de $100.000.000.

En atestado de 30 de mayo de 2019, consta notificaci n.ó

En presentaci n de 17 de junio de 2019, comparece la demandadaó  

contestando la demandada.

En  primer  t rmino,  opone  la  excepci n  de  pago.  Indica  comoé ó  

cuesti n previa, que desde la perspectiva de las v ctimas, la reparaci n deó í ó  

los da os sufridos juega un rol protag nico en el reconocimiento de aquellañ ó  

medida de justicia por tantos a os buscada. En este sentido se han creadoñ  

programas,  que  incluyen  beneficios  educacionales,  de  salud,  gestos 

simb licos u otras medidas an logas diversas a la simple entrega de cantidadó á  

de dinero. Indica que en el  marco de discusi n de la Ley 19.123.-  queó  

estableci  la  Comisi n  Rettig,  se  propuso  una  serie  de  medidas  deó ó  

reparaci n entre las cuales se encontraba un pensi n nica de reparaci nó “ ó ú ó  
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para los familiares directos de las v ctimas , cre ndose as  la Corporaci ní ” á í ó  

Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. La finalidad de la referida ley fueó ó  

plasmada de manera clara, cuando dentro de las funciones de la Comisi nó  

se indic  que le corresponder  especialmente a ella promover la reparaci nó á “ ó  

del da o moral de las v ctimas  a que se refiere el art culo 18. Asumida lañ í ” í  

idea reparatoria, se ala el Fisco de Chile que se han establecido distintosñ  

mecanismos mediante los cuales se han concretado esta compensaci n, aó  

saber:

I. Reparaciones mediante transferencias directas de dinero; Indica que 

en t rminos de costos generales para el Estado, este tipo de indemnizacionesé  

ha significado, a diciembre de 2015, una suma total de $706.387.596.727, 

por  concepto  de  pensiones,  bonos  y  desahucios.  Se ala  que  desde  unañ  

perspectiva indemnizatoria, una pensi n mensual es tambi n una forma deó é  

reparar un perjuicio actual y, aunque ella comporte una sucesi n de pagosó  

por la vida del beneficiario, ello no obsta a que podamos valorizarla para 

poder saber cu l fue su impacto compensatorio. Agrega que ellas son, comoá  

se ha entendido de manera generalizada, una buena manera de concretar 

las medidas que la justicia transicional exige en estos casos obteni ndose coné  

ello, compensaciones razonables que est n en coherencia con las fijadas porá  

los tribunales en casos de p rdidas culposas de familiares. En el caso ené  

cuesti n,  indica  que  los  actores  han  recibido  beneficios  pecuniarios  aló  

amparo  de  la  ley  19.992  y  sus  modificaciones.  La  ley  19.992  y  sus 

modificaciones estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otrosó ó ó ó  

beneficios  a favor  de las  personas afectadas  por  violaciones de derechos 

humanos individualizados en el anexo Listado de prisioneros pol ticos y“ í  

torturados  de la N mina de personas Reconocidas como V ctimas. As , se” ó í í  

estableci  una pensi n anual reajustable de $1.353.798 para beneficiariosó ó  

menores de 70 a os; de $1.480.284 para beneficiarios de 70 o m s a os deñ á ñ  

edad y de $ 1.549.422, para beneficiarios mayores de 75 a os de edad.ñ  

Adicionalmente, los actores recibieron en forma reciente el Aporte nico deÚ  

Reparaci n Ley 20.874, por $1.000.000. ó

II.  Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechos  sobreó  

prestaciones estatales espec ficas: sostiene que en este sentido, se concedi  aí ó  

los beneficiarios tanto de la Ley 19.234 como de la Ley 19.992, el derecho a 
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gratuidad  en  las  prestaciones  m dicas  otorgadas  por  el  Programa  deé  

Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS), el que cuenta con accesoó ó  

gratuito  a las prestaciones de la red asistencial, contando adem s con uná  

equipo especializados y multidisciplinario de salud de atenci n exclusiva aó  

los beneficiarios del Programa. Se ala que se establecen tambi n beneficiosñ é  

educacionales  consistentes  en la continuidad gratuita  de estudios  b sicos,á  

medios  o  superiores.  Asimismo,  se  concedieron  beneficios  en  vivienda, 

correspondientes al acceso a subsidios de vivienda.

III. Reparaciones simb licas: Arguye que en la materia, la doctrina seó  

ha  inclinado  por  estimar  que  la  indemnizaci n  del  da o  moral  tieneó ñ  

precisamente un car cter satisfactivo, consistente en dar a la v ctima unaá í  

satisfacci n,  ayuda  o  auxilio,  que  le  permita  atenuar  sus  efectos,ó  

moriger ndolos  o  haci ndolos  m s  soportables.  En  esta  compleja  tarea,á é á  

destaca la  ejecuci n de diversas  obras de reparaci n simb lica como lasó ó ó  

siguientes: 

a) La construcci n del Memorial del Cementerio General en Santiagoó  

realizada en el a o 1993;ñ

b)  El  establecimiento,  mediante  el  Decreto  N  121,  del  Ministerio°  

Secretar a General de la Presidencia, de 10 de octubre de 2006, del D aí í  

Nacional del Detenido Desaparecido. Se elige el d a 30 de agosto de cadaí  

a o en atenci n a que la Federaci n Latinoamericana de Asociaciones deñ ó ó  

Familiares  de  Detenidos  Desaparecidos  ha  instituido  este  d a  como  d aí í  

internacional del detenido desaparecido. 

c)  La  construcci n  del  Museo  de  la  Memoria  y  los  Derechosó  

Humanos. Esta obra fue inaugurada el 11 de enero de 2010 y su objetivo es 

dar cuenta de las violaciones a los derechos humanos cometidas entre los 

a os  1973  y  1990  y  que  quedaron  plasmados  en  im genes,  conos,ñ á í  

documentos o monumentos. 

d) El establecimiento, mediante Ley N  20.405, del Premio Nacional°  

de los Derechos Humanos. 

e) La construcci n de diversos memoriales y obras a lo largo de todoó  

el  pa s  y  en  lugares  especialmente  importantes  para  el  recuerdo  de  lasí  

Infracciones  a  los  DDHH tales  como Villa  Grimaldi  y  Tocopilla,  entre 

otras.  Destacan,  el  Memorial  de  los  prisioneros  de  Pisagua  en  el“ ”  
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Cementerio  de  esa  ciudad;  el  Mausoleo  Para  que  nunca  m s  en  el“ á ”  

Cementerio 3 de Iquique; el Memorial Si estoy en tu memoria, soy parte“  

de la historia  en las afueras del Cementerio Municipal de Tocopilla; el”  

Memorial  Parque  para  la  Preservaci n  de  la  Memoria  Hist rica  de“ ó ó  

Calama" en el camino a San Pedro de Atacama; el Memorial en homenaje 

a 31 v ctimas de Antofagasta en la puerta principal del Cementerio Generalí  

de la ciudad; el Memorial en homenaje a los Detenidos Desaparecidos y“  

Ejecutados Pol ticos de la Regi n de Atacama  en el Frontis del Cementerioí ó ”  

Municipal de esa ciudad; el Memorial por los Detenidos Desaparecidos y“  

Ejecutados Pol ticos  en la Plaza de Armas de Curacav ; el Memorial a lasí ” í “  

v ctimas  detenidas  desaparecidas  y  ejecutadas  pol ticas  del  Partidoí í  

Socialista  en  la  sede  de  este  partido;  el  "Memorial  de  Detenidos”  

Desaparecidos  y  Ejecutados  Pol ticos  de  Talca"  en  esa  ciudad;  y  elí  

"Memorial Escult rico de los Derechos Humanos de Punta Arenas" en eló  

Cementerio Municipal de esa ciudad.

Concluye que los esfuerzos del Estado por reparar a las v ctimas deí  

DD.HH.  han  cumplido  todos  los  est ndares  internaciones  de  Justiciaá  

Transicional y han provisto indemnizaciones acordes con nuestra realidad 

econ mica que efectivamente han apuntado a compensar a las v ctimas poró í  

los da os, tanto morales como patrimoniales, sufridos a consecuencia de lasñ  

violaciones a los DDHH. As  las cosas, tanto las indemnizaciones que seí  

solicitan en estos  autos  como el  c mulo de reparaciones antes  indicadasú  

pretenden compensar los mismos da os ocasionados por los mismos hechos,ñ  

por lo  cual  los  ya referidos  mecanismos  de reparaci n han compensadoó  

aquellos da os, no procediendo, por ello, ser compensados nuevamente. ñ

En segundo lugar, la demandada opone la excepci n de ó prescripci nó  

extintiva  de  la  acci n  de  indemnizaci n  de  perjuicios,  con  arreglo  a  loó ó  

dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil, en relaci n con lo dispuestoí ó ó  

en  el  art culo  2497  del  mismo  C digo.  Se ala  que  conforme  al  relatoí ó ñ  

efectuado por los actorer, la detenci n ilegal, prisi n pol tica y tortura queó ó í  

sufrieron, ocurrieron entre septiembre de 1973 y septiembre de 1978, por lo 

que aun entendiendo suspendida la prescripci n durante el per odo de laó í  

dictadura militar, iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de 

las propias v ctimas de ejercer las acciones legales correspondientes ante losí  
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tribunales de justicia, hasta la restauraci n de la democracia, a la fecha deó  

notificaci n  de la  demanda de  autos,  esto  es,  el  ó 30 de  mayo de  2019, 

igualmente ha transcurrido en exceso el plazo de prescripci n extintiva queó  

establece el citado art culo 2.332 del C digo Civil. En subsidio, opone laí ó  

excepci n de prescripci n extintiva de 5 a os contemplada para las accionesó ó ñ  

y derechos en el art culo 2.515, en relaci n con el art culo 2.514 del C digoí ó í ó  

Civil. 

Argumenta la demandada que por regla general, todos los derechos y 

acciones son prescriptibles y por tanto la imprescriptibilidad es excepcional y 

requiere siempre declaraci n expl cita, la que en este caso no existe. Agregaó í  

que la prescripci n es una instituci n universal y de orden p blico, como seó ó ú  

pude desprender del art culo 2494 del C digo Civil.í ó

Indica que la prescripci n, tiene el car cter de estabilizadora, respectoó á  

a la certeza de las relaciones jur dicas, no teniendo como finalidad principalí  

la sanci n o beneficio para el acreedor o el deudor de la obligaci n; sinoó ó  

que ordena y coloca un necesario l mite en el tiempo para que se deduzcaí  

en juicio  la  acci n  correspondiente.  En tal  sentido,  se ala  el  Fisco que,ó ñ  

nuestra  Excelent sima  Corte  Suprema,  dict  el  21  de  enero  de  2013í ó  

sentencia de Unificaci n de Jurisprudencia de demandas de indemnizaci nó ó  

de perjuicios en contra del Fisco de Chile por hechos acaecidos entre el 11 

de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990. En la referida sentencia, 

el m ximo Tribunal lleg , en resumen, a las siguientes conclusiones:á ó

1 ) Que el principio general que debe regir la materia es el de la°  

prescriptibilidad  de  la  acci n  de  responsabilidad  civil,  de  modo  que  laó  

imprescriptibilidad debe, como toda situaci n excepcional,  ser establecidaó  

expresamente y no construida por analog a o interpretaci n extensiva.í ó

2 ) Que los tratados internacionales invocados, especialmente el Pacto°  

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos; la Convenci n Americana deí ó  

Derechos  Humanos;  el  Convenio  de  Ginebra  sobre  Tratamiento  de  los 

Prisioneros de Guerra y la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losó  

Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad, no contienení í  

norma  alguna  que  declare  imprescriptible  la  responsabilidad  civil; 

estableciendo, solo alguno de ellos, la imprescriptibilidad en responsabilidad 

penal.
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3 ) Que no existiendo una norma especial que determine qu  plazo° é  

de prescripci n debe aplicarse en estos casos,  debe recurrirse al  derechoó  

com n, que en esta materia est  representado por la regulaci n del C digoú á ó ó  

Civil, relativa a la responsabilidad extracontractual, y en particular por el 

art culo 2332.- que fija un plazo de cuatro a os desde la perpetraci n delí ñ ó  

acto.

4 )  Que,  no  obstante  la  letra  de  dicho  precepto,  el  plazo  debe°  

contarse  no  desde  la  desaparici n  del  secuestrado,  sino  desde  que  losó  

titulares de la acci n indemnizatoria tuvieron conocimiento y contaron conó  

la  informaci n  necesaria  y  pertinente  para  hacer  valer  el  derecho  aló  

resarcimiento del da o ante los tribunales de justicia.ñ

La  demandada  cita  otros  fallos  de  la  Corte  Suprema,  sobre  la 

materia,  entre  ellas,  SALGADO JUAN ANTONIO Y OTROS CON“  

FISCO  (2014), en las cuales se ha reconocido expresamente el  car cter” á  

prescriptible  de  las  acciones  indemnizatorias  por  hechos  an logos  al  deá  

autos; constituy ndose una doctrina uniforme a lo indicado en la sentenciaé  

de Unificaci n de Jurisprudencia ya individualizada. ó

Indica el Fisco que la indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea suó  

origen, no tiene jam s un car cter sancionatorio o punitivo, por lo que está á á 

sometido a la instituci n de la prescripci n, como tambi n ocurre con laó ó é  

acci n  de  contenido  patrimonial  que  persigue  hacer  efectiva  laó  

responsabilidad extracontractual del Estado. En efecto, basta con considerar 

que el derecho a indemnizaci n puede ser y ha sido objeto de actos deó  

disposici n, tales como renuncia o transacci n incluso en materia de losó ó –  

Derechos  Humanos-,  por  lo  que  no  existe  fundamento  plausible  para 

estimar que dichas acciones son ajenas a la instituci n de la prescripci n.ó ó

Respecto a las alegaciones expuestas por los demandantes, en relaci nó  

a la imprescriptibilidad de las acciones patrimoniales planteadas, conforme 

al  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos,  se ala  que  lañ  

Convenci n  sobre  la  Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  de  Guerra  y“ ó í  

Cr menes de Lesa Humanidad , aprobada por Resoluci n N 2.391 de 26í ” ó °  

de Noviembre de 1968 y en vigor desde el a o 1970, en el cual, como lo hañ  

reconocido la Excma. Corte Suprema, ninguno de sus preceptos declara la 

imprescriptibilidad de las acciones civiles para perseguir la responsabilidad 
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pecuniaria  del  Estado.  A  su  vez,  los  Convenios  de  Ginebra  de  1949, 

ratificado  por  Chile  en  1951,  se  refieren  exclusivamente  a  las  acciones 

penales para perseguir la responsabilidad de los autores de los delitos de 

cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, de modo tal que noí í  

vale extender la imprescriptibilidad a las acciones civiles indemnizatorias, tal 

como ha resuelto el M ximo Tribunal. Agrega que la Resoluci n N 3.074.-á ó °  

de  3  de  diciembre  de  1973,  de  la  Asamblea  General  de  Las  Naciones 

Unidas,  se  refiere  tambi n  exclusivamente  a  las  acciones  penales  paraé  

perseguir la responsabilidad de los autores de los delitos de cr menes deí  

guerra  y  cr menes  contra  la  humanidad.  Ahora  bien,  la  Resoluci ní ó  

N 60/147 de  marzo de  2006 de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones°  

Unidas, que contiene los principios y directrices b sicas sobre el derecho de“ á  

las  v ctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  deí  

derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional 

humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener  reparaciones ,  la  que  a”  

diferencia de lo que acontece en materia penal, reconoce la legitimidad y 

procedencia  de  la  prescripci n  en  el  derecho  interno  de  los  Estados.ó  

Finalmente se ala que la Convenci n Americana de Derechos Humanos, noñ ó  

obstante no ser aplicable al caso sublite ya que fue promulgada el a o– ñ  

1991-,  esta  normativa  no  establece  la  imprescriptibilidad  en  materia 

indemnizatoria. Agrega que el art culo 63.1 de dicha convenci n, la cual leí ó  

entrega a la Corte Interamericana la competencia para imponer condenas 

de  reparaci n  por  da os,  no  excluye  la  aplicaci n  del  derecho  internoó ñ ó  

nacional ni de la instituci n de la prescripci n en Chile. El an lisis antesó ó á  

descrito,  ha  sido  recogido  por  nuestra  jurisprudencia.  No  habiendo,  en 

consecuencia,  norma  expresa  de  derecho  internacional  de  derechos 

humanos,  debidamente  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dicoí  

interno,  que  disponga  la  imprescriptibilidad  en  materia  civil,  indica  la 

demandada, que este tribunal no puede apartarse del claro mandato de la 

ley interna al resolver esta contienda y aplicar las normas contenidas en los 

art culos 2.332 y 2.497 del C digo Civil,  que establecen las reglas sobreí ó  

prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial del Estado.

En cuanto  al  da o e  indemnizaci n  reclamada,  la  entidad Estatalñ ó  

se ala  que,  en  t rminos  generales,  sta  tiene  por  objeto  restablecer  elñ é é  
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equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctima un valorí í  

equivalente a la cuant a del da o sufrido, para ponerla en el mismo estadoí ñ  

que ten a antes del acto da oso, no pudiendo constituir nunca una fuente deí ñ  

lucro o ganancia, por lo tanto, la suma pedida -100 millones de pesos para 

cada uno - es, a juicio de la demandada, excesivo teniendo en consideraci nó  

las acciones y medidas de reparaci n adoptadas por el Estado de Chile enó  

esta  materia,  y  los  montos  promedios  fijados  por  nuestros  tribunales  de 

justicia que, en este aspecto, han actuado con mucha prudencia. 

En subsidio de las alegaciones realizadas, solicita que la regulaci n deló  

da o moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardarñ  

armon a con los montos establecidos por los tribunales.í

Respecto  a  los  reajustes  e  intereses,  se ala  que  stos  solo  puedenñ é  

devengarse en el caso de que la sentencia haga lugar a la demanda y desde 

que sta se encuentre firme y ejecutoriada.é

En presentaci n de 25 de junio de 2019, consta r plica. En cuanto aó é  

la  excepci n  de  pago  opuesta  por  la  demandada,  se ala  que  esta  esó ñ  

improcedente toda vez que el principio general es la reparaci n integral deló  

da o de acuerdo a lo expuesto en la demanda. La ley 19.123 y 19.992 en elñ  

mejor  de  los  casos,  s lo  establecen  pensiones  de  sobrevivencia  por  losó  

brutales actos de tortura de que fueron v ctimas las personas. Pretender queí  

una pensi n que bordea los $130.000, definida por el propio Estado comoó  

austera  y  simb lica  es  la  reparaci n  que  mandata  el  Derecho“ ó ” ó  

internacional carece de asidero. 

A su vez se ala la  improcedencia de la  excepci n de prescripci nñ ó ó  

extintiva en atenci n a que el estatuto legal aplicable al caso concreto, sobreó  

la  base  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  los  tratadosó í ú  

internacionales ratificados por nuestro pa s en los t rminos del art culo 5í é í  

inciso 2  de la carta fundamental, y de las normas vigentes no puede serº  

simplemente  aquel  aplicable  a  los  negocios  y  relaciones  jur dicas  entreí  

particulares. 

En presentaci n de 5 de julio de 2019 consta d plica, reiterando lasó ú  

excepciones y argumentos expuestos en la contestaci n. ó

Por resoluci n de 9 de julio de 2019, se recibi  la causa a prueba.ó ó
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Por resoluci n de 2 de marzo de 2020, se cit  a las partes a o ró ó í  

sentencia.

CONSIDERANDO: 

PRIMERO:   Que  do a  Paz  Becerra  Urz a,  abogada,  enñ ú  

representaci n  de  don  Belisario  Dami n  Vergara  V liz,  don  Germ nó á é á  

Fernando Briones Rojas, don Luis Rodolfo Jara Tapia, don Pedro Antonio 

Colon Castro y don Ernesto Omar Contreras Rueda, demanda al Fisco de 

Chile, por responsabilidad civil extracontractual, solicitando se les indemnice 

la  suma de $100.000.000.-  a cada uno,  las  cantidades que este  tribunal 

estime en derecho, con los reajustes e intereses correspondientes, con costas.

Los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho se encuentran 

consignados en la parte expositiva de la presente sentencia.

SEGUNDO: Que el Fisco de Chile solicita el rechazo de la demanda 

por la improcedencia de las indemnizaciones, oponiendo las excepciones de 

pago y la prescripci n extintiva de la acci n indemnizatoria; en virtud de losó ó  

fundamentos de hecho y de derecho tambi n transcritos en lo expositivo deé  

este fallo. Adem s se ala que los tanto los reajustes como los intereses soloá ñ  

pueden  contarse  desde  que,  en  el  caso  que  una  hipot tica  sentenciaé  

condenatoria, se encuentre ejecutoriada.

TERCERO:  Que  la  detenci n  ilegal  y  arbitraria  y  la  tortura  deó  

personas ha sido catalogado como un crimen de lesa humanidad, esto es, 

est n dirigidos a afectar la vida misma de las personas en su aspecto m sá á  

b sico y trascendente, del cual los pa ses, entre los que se encuentra Chile,á í  

se han comprometido a evitar y, una vez producidos, sancionar. Siendo este 

caso de particular gravedad por cuanto no se encuentra discutido por la 

demandada que  los demandantes, han sido v ctimas de violaciones a susí  

derechos humanos, cometidos por agentes del Estado.

CUARTO:  Que,  no  obstante,  este  reconocimiento  t cito,  paraá  

acreditar  sus  pretensiones  la  parte  demandante  vino  en  acompa ar  lañ  

siguiente prueba documental: 

- certificado del Instituto Nacional de Derechos Humanos de 30 de 

agosto de 2019, que da cuenta de la calidad de v ctima en el listado deí  

prisioneros pol ticos y torturados de Belisario Dami n Vergara V liz, con elí á é  

N 26176.°
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- certificado del Instituto Nacional de Derechos Humanos de 30 de 

agosto de 2019, que da cuenta de la calidad de v ctima en el listado deí  

prisioneros pol ticos y torturados de don German Fernando Briones Rojas,í  

con el N 3464.°

- certificado del Instituto Nacional de Derechos Humanos de 30 de 

agosto de 2019, que da cuenta de la calidad de v ctima en el listado deí  

prisioneros pol ticos y torturados de don Luis Rodolfo Jara Tapia, con elí  

N 12163.°

- certificado del Instituto Nacional de Derechos Humanos de 30 de 

agosto de 2019, que da cuenta de la calidad de v ctima en el listado deí  

prisioneros pol ticos y torturados de don Pedro Antonio Col n Castro, coní ó  

el N 6025.°

- certificado del Instituto Nacional de Derechos Humanos de 30 de 

agosto de 2019, que da cuenta de la calidad de v ctima en el listado deí  

prisioneros pol ticos y torturados de don Ernesto Omar Contreras Rueda,í  

con el N 6275.°

- copia de las carpetas de antecedentes entregadas ante la Comisi nó  

Valech I correspondiente a los demandantes de autos.

-  certificado  N 56,  emitido  por  el  servicio  de  salud  de  Arica,°  

subdirecci n  de  gesti n  asistencia  equipo  PRAIS,  certificando  que  donó ó  

German  Briones  Rojas  est  ingresado  como  titular  del  Programa  deá  

Reparaci n y Atenci n Integral  en Salud y Derechos  Humanos,  PRAISó ó  

Arica, desde mayo de 2002.

-  certificado  N 171,  emitido  por  el  servicio  de  salud  de  Arica,°  

subdirecci n  de  gesti n  asistencia  equipo  PRAIS,  certificando  que  donó ó  

Ernesto  Contreras  Rueda  est  ingresado  como  titular  del  Programa  deá  

Reparaci n y Atenci n Integral  en Salud y Derechos  Humanos,  PRAISó ó  

Arica, desde noviembre de 2004.

-  certificado  N 030,  emitido  por  el  servicio  de  salud  de  Arica,°  

subdirecci n  de  gesti n  asistencia  equipo  PRAIS,  certificando  que  donó ó  

Belisario Dami n Vergara V liz est  ingresado como titular del Programaá é á  

de Reparaci n y Atenci n Integral en Salud y Derechos Humanos, PRAISó ó  

Arica, desde diciembre de 2005.
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QUINTO: Que por su parte, la parte demandada acompa  a losñó  

autos  Ordinario  N 59714/2019, de 1 de julio de 2019,  del  Instituto de°  

Previsi n  Social,  que  informa  beneficios  de  reparaci n  a  favor  de  losó ó  

demandantes. En detalle, indica los siguientes montos percibidos: 

-  don Belisario  Vergara Veliz:  Pensi n ley N 19.992,  $25.980.549;ó °  

Aporte nico Ley N 20.874, $1.000.000; Aguinaldos, $433.175. Ú °

-  don German Briones  Rojas:  Pensi n  ley  N 19.992,  $28.529.747;ó °  

Aporte nico Ley N 20.874, $1.000.000; Aguinaldos, $433.175.Ú °

-  don Luis Jara Tapia: Pensi n ley N 19.992, $25.802.902; Aporteó °  

nico Ley N 20.874, $1.000.000; Aguinaldos, $433.175.Ú °

-  don  Pedro  Col n  Castro:  Pensi n  ley  N 19.992,  $26.789.286;ó ó °  

Aporte nico Ley N 20.874, $1.000.000; Aguinaldos, $433.175.Ú °

- don Ernesto Contreras Rueda: Pensi n ley N 19.992, $26.769.009;ó °  

Bono ley N 19.992, $3.000.000; Aporte nico Ley N 20.874, $1.000.000;° Ú °  

Aguinaldos, $433.175.

SEXTO:  Que  de  los  documentos  acompa ados,  fluye  que  losñ  

demandantes, fueron detenidos ilegalmente por agentes estatales entre 1973 

y 1978, en las ciudades de Arica y Calama, sometidos a crueles torturas 

f sicas  y  psicol gicas  que  les  causaron  gran  da o,  con  secuelas  en  suí ó ñ  

desarrollo  f sico  y  emocional,  lo  que  ha  sido  reconocido  por  el  propioí  

Estado como violaciones  a  los  derechos  humanos,  circunstancias  por  las 

cuales se les ha dado el car cter de v ctimas en documentos oficiales.á í

S PTIMO: Que en cuanto a ser los actores, beneficiarios de las leyÉ  

N 19.992.- que les otorga una pensi n, en efecto sta y otras reparaciones° ó é  

simb licas , son reparaciones satisfactivas que emanan de los Principios y“ ó ”  

Directrices fijados por las Naciones Unidas en el a o 2005, como est ndaresñ á  

m nimos de reparaci n en su aceptaci n gen rica, que est n dirigidos a darí ó ó é á  

cuenta  de  constricci n  p blica  y  apoyo  inmediato  a  las  v ctimas  deó ú í  

violaciones a sus derechos humanos, pero que no quedan agotados all , alí  

punto,  que  incluso  la  Corte  Interamericana  ha  sostenido  que  las 

reparaciones  pecuniarias  pueden  ser  reclamadas  al  Estado,  no  obstante 

haber sido dirigidas acciones contra los responsables directos, por lo que 

parece atendible que no pueda impedirse, en primer lugar, el ejercicio de la 

acci n  de  indemnizaci n  por  da o moral  a  los  tribunales  ordinarios  deó ó ñ  
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justicia, m s a n si las transgresiones que han dado origen a la pretensi ná ú ó  

reparatoria, se realizaron como acci n de plan de gobierno contra civiles.ó

OCTAVO: Que por lo dem s, en el caso espec fico de que se trata,á í  

tampoco ha sido demostrado por la demandada que haya sido compensado 

el da o presuntamente generado, ni siquiera por acciones generales, ya queñ  

el solo hecho de haberse realizado por el Estado obras de car cter universal,á  

no conlleva necesariamente la mitigaci n individual de los afectados.ó

NOVENO: Que tambi n se ha se alado por la demandada que laé ñ  

acci n indemnizatoria se encuentra prescrita,  por cuanto los secuestros yó  

torturas tuvieron lugar entre los a os 1973 y 1978, y que aun cuando señ  

estimara  que  el  plazo  debe  contarse  desde  el  retorno  del  gobierno 

democr tico o desde el Informe de Verdad y Reconciliaci n, los 4 a os queá ó ñ  

prescribe el art culo 2332 del C digo Civil o incluso los 5 a os del art culoí ó ñ í  

2515  del  mismo cuerpo  legal,  habr an  transcurrido  largamente  hasta  laí  

fecha de la notificaci n de la presente demanda civil,  al Fisco de Chile,ó  

ocurrido el 30 de mayo de 2019.

D CIMO: Que lo anterior ser a de este modo si se atendiera a lasÉ í  

normas de derecho privado, ya que en efecto desde la mirada positivista de 

resguardo del derecho de propiedad y la libre circulaci n de los bienes, esó  

decir, desde la protecci n patrimonial, tanto al Fisco como a los privados,ó  

deben ser tratados en igualdad de condiciones y aplic rsele la instituci n deá ó  

la  prescripci n para adquirir  bienes  y extinguir  deudas.  As  lo se al  eló í ñ ó  

propio Bello en el Mensaje del C digo Civil, cuando expresa Innovacionesó “  

no  menos  favorables  a  la  seguridad  de  las  posesiones  y  al  cr ditoé  

encontrar is en el t tulo De la Prescripci n .é í ó ”

UND CIMO: Que, sin embargo lo indicado, Chile forma parte deÉ  

una comunidad internacional que ha establecido no solamente establecer en 

los instrumentos internacionales que los rigen,  un beneficio mutuo como 

Estados  contratantes,  sino  con un objeto y  fin  determinado,  cual  es  la“  

protecci n  de  los  derechos  fundamentales  de  los  seres  humanos,ó  

independiente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como 

frente  a  los  otros  Estados  contratantes.  Al  aprobar  estos  tratados  sobre 

derechos humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual 

ellos, por el bien com n, asumen varias obligaciones, no en relaci n conú ó  
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otros  Estados,  sino  hacia  los  individuos  bajo  su  jurisdicci n  ( )ó … 1 .  Lo”  

anterior implica establecer en la base del an lisis y aplicaci n delá ó  concepto 

de responsabilidad a la v ctima y al principio Pro Persona, esto es, debiendoí  

preferir, privilegiar o favorecer la aplicaci n de aquella norma que otorgue“ ó  

una mayor protecci n a los derechos de la persona, independientemente sió  

dicha norma se encuentra en un tratado internacional o en una disposici nó  

de derecho interno2 .”

DUOC DIMO: Que en efecto las Naciones Unidas aprobaron, en elÉ  

a o 2005, los Principios y Directrices relativos a los derechos de las v ctimasñ í  

en casos de violaciones a los derechos humanos y derecho internacional 

humanitario, se alando que debe darse a las v ctimas una reparaci n plenañ í ó  

y efectiva, restituci n, indemnizaci n, rehabilitaci n, satisfacci n y garant aó ó ó ó í  

de no repetici n. ó

D CIMO TERCERO: Que entonces el imperativo de protecci n yÉ ó  

reparaci n en casos de violaci n a los derechos humanos emana del derechoó ó  

internacional y es un principio del Derecho Internacional P blico aplicableú “  

directamente en el sistema normativo nacional frente al incumplimiento de 

obligaciones internacionales y posee una base normativa de rango superior a 

la ley civil”3.

D CIMO CUARTO: Que la Constituci n Pol tica de la Rep blicaÉ ó í ú  

en su art culo 5  inciso 2  se ala que La soberan a reside esencialmente ení ° ° ñ “ í  

la Naci n. Su ejercicio se realiza por el pueblo a trav s del plebiscito y deó é  

elecciones peri dicas y, tambi n, por las autoridades que esta Constituci nó é ó  

establece. Ning n sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse seú  

su ejercicio.

El ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto a losí ó  

derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los 

rganos del Estado respectar y promover tales derechos, garantizados poró  

esta Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados poró í  

Chile y que se encuentren vigentes .”

1 Corte IDH. OC-2/82, citado en Tratado Jurisprudencial de Derecho Administrativo. Responsabilidad 
Internacional  del  Estado  en  la  Jurisprudencia  Internacional  y  la  Experiencia  Chilena ,  Tomo XVII.”  
Claudio Nash, p g. 12.á
2 Op. Cit, p g. 13, cita propia de ponencia en el Centro de Estudios Constitucionales Universidad deá  
Talca, septiembre de 2012.
3 “Tratado Jurisprudencial  de Derecho Administrativo. Responsabilidad Internacional del Estado en la 
Jurisprudencia Internacional y la Experiencia Chilena , Tomo XVII. Claudio Nash Rojas, P g. 134.” á
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D CIMO  QUINTO:  Que  los  art culos  6  y  7  de  la  CartaÉ í ° °  

Fundamental  disponen  el  principio  de  legalidad  de  los  actos  estatales, 

estableciendo  expresamente  la  nulidad  de  aquellos  que  se  aparten  del 

mandato constitucional y por aplicaci n del art culo 5  de los Tratados– ó í °  

Internacionales- generando responsabilidad y sanciones. 

D CIMO SEXTO: Que la Convenci n sobre la ImprescriptibilidadÉ ó  

de  los  Cr menes  de  Guerra  y  de  los  Cr menes  de  Lesa  Humanidad,í í  

establece en su art culo 1  que stos son imprescriptibles, cualquiera queí ° é “  

sea la fecha en que se hayan cometido .”

D CIMO S PTIMO: Que a su vez el Convenio de Ginebra sobreÉ É  

tratamiento de los Prisioneros de Guerra, se ala en su art culo 29 que lasñ í “  

Altas  Partes  Contratantes  se  comprometen  a  tomar  todas  las  oportunas 

medidas legislativas para determinar las adecuadas sanciones penales que se 

han de aplicar a las personas que hayan cometido, o dado orden de cometer 

una  cualquiera  de  las  infracciones  graves  contra  el  presente Convenio 

definidas en el art culo siguiente. Cada una de las partes contratantes tendrí á 

la  obligaci n  de  buscar  a  las  personas  acusadas  de  haber  cometido,  uó  

ordenado cometer, una quiera de las infracciones graves y deber  hacerlasá  

comparecer  ante  los  propios  tribunales,  sea  cual  fuere  su  nacionalidad. 

Podr  tambi n, si lo prefiere, y seg n  las condiciones provistas en la propiaá é ú  

legislaci n, entregarlas para que sean juzgadas por otra Parte Contratanteó  

interesada, si sta ha formulado contra ellas cargos suficientes Cada Parteé  

Contratante tomar  las oportunas medidas para que cesen, aparte de lasá  

infracciones graves definidas en el art culo siguiente, los actos contrarios aí  

las disposiciones del presente Convenio. Los inculpados se beneficiar n, ená  

todas las circunstancias, de garant as de procedimiento y libre defensa, queí  

no podr n ser inferiores a las previstas en los art culos 105 y siguientes delá í  

presente Convenio.”

A su vez, el art culo 130 expresa que Las infracciones graves a lasí “  

que se refiere el art culo anterior son las que implican uno cualquiera de losí  

actos siguientes si se cometen contra personas o bienes protegidos por el 

Convenio:  el  homicidio  intencional,  la  tortura  o  los  tratos  inhumanos, 

incluidos los experimentos biol gicos, el hecho de causar deliberadamenteó  

grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad f sica o laí  

X
N

M
X

P
G

F
Z

G
K



salud, el hecho de forzar a un prisionero de guerra a servir a las fuerzas 

armadas de la Potencia enemiga, o el hecho de privarlo de su derecho a ser 

juzgado  legitima  e  imparcialmente  seg n  las  prescripciones  del  presenteú  

Convenio.”

Y  el  art culo  131  establece  Ninguna  Parte  Contratante  podrí “ á 

exonerarse, ni exonerar a otra Parte Contratante, de las responsabilidades 

en que haya incurrido ella misma y otra parte Contratante a causa de las 

infracciones previstas en el art culo anterior .í ”

D CIMO  OCTAVO:  Que  la  Convenci n  Americana  de  losÉ ó  

Derechos del Hombre en su art culo 1  prescribe que Los Estados Partesí ° “  

de esta Convenci n se comprometen a respetar los derechos y libertadesó  

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

que est  sujeta a su jurisdicci n, sin discriminaci n alguna por motivos deé ó ó  

raza, color, sexo, idioma, religi n, opiniones pol ticas o de cualquier otraó í  

ndole, origen nacional o social, posici n econ mica, nacimiento o cualquierí ó ó  

otra condici n social.ó

Para los efectos de esta convenci n, persona es todo ser humano .ó ”

D CIMO NOVENO:  Que  por  ltimo,  la  Convenci n  de  VienaÉ ú ó  

sobre los Derecho de los Tratados, indica en su art culo 27 en cuanto alí  

derecho interno y la observancia de los tratados, que Una Parte no podr“ á 

invocar  las  disposiciones  de  su  derecho  interno  como  justificaci n  deló  

incumplimiento de un tratado. Esta norma se entender  sin perjuicio de loá  

dispuesto en el art culo 46 . í ”

VIG SIMO: Que la obligaci n de reparaci n ntegra entonces emanaÉ ó ó í  

de  la  aplicaci n  preferente  al  derecho  internacional  de  los  derechosó  

humanos para cumplir los compromisos que el Estado chileno ha contra doí  

y aplicar dichos tratados de buena fe4. Normas internacionales que son de 

aplicaci n preferente en nuestro ordenamiento interno, al tenor de lo que“ ó  

dispone el art culo 5  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, por sobreí ° ó í ú  

aquellas disposiciones de orden jur dico nacional que posibilitar an aludir lasí í  

responsabilidades en que ha incurrido el Estado chileno y que invoca el 

Consejo de Defensa del Estado en resguardo de los intereses fiscales ( )… 5 .”

4 Op. Cit. P g. 161á
5 Caso lvaro Corval n Castilla con Fisco de ChileÁ á .
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VIG SIMO PRIMERO:  Que  en  este  caso  se  trata  entonces  deÉ  

cr menes de lesa humanidad en que las acciones de reparaci n integral noí ó  

han prescrito, puesto que la condici n de imprescriptibilidad de la acci nó ó  

indemnizatoria en este caso, emana de la naturaleza de los bienes jur dicosí  

protegidos a la luz de los principios generales del derecho internacional que 

tiene rango supra legal, por aplicaci n del art culo 5  de la Constituci nó í ° ó  

Pol tica de la Rep blica, ya citado; sin que pueda invocarse derecho internoí ú  

de menor jerarqu a para desatenderlas. Por lo cual tambi n las alegacionesí é  

principal y subsidiaria de prescripci n de la acci n de responsabilidad. ó ó

VIG SIMO SEGUNDO: Que conforme se ha probado y reconocido,É  

las acciones delictuales fueron cometidas por agentes del Estado; siendo su 

actuar una contravenci n directa a las normas del derecho internacional yó  

los principios constitucionales de los art culos 6 y 7.í

VIG SIMO  TERCERO:  Que  el  art culo  38  de  la  Constituci nÉ í ó  

Pol tica  de  la  Rep blica  se ala  que  Una  ley  org nica  constitucionalí ú ñ “ á  

determinar  la organizaci n b sica de la Administraci ná ó á ó  P blica, garantizarú á 

la carrera funcionaria y los principios de car cter t cnico y profesional ená é  

que  deba  fundarse,  y  asegurar  tanto  la  igualdad  de  oportunidades  deá  

ingreso  a  ella  como  la  capacitaci n  y  el  perfeccionamiento  de  susó  

integrantes.

Cualquier  persona  que  sea  lesionada  en  sus  derechos  por  la 

Administraci n  del  Estado,  de  sus  organismos  o  de  las  municipalidades,ó  

podr  reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de laá  

responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el 

da o . ñ ”

VIG SIMO  CUARTO:  Que  de  esta  manera,  encontr ndoseÉ á  

acreditado el il cito, la responsabilidad del Estado y la circunstancia de queí  

las  detenciones  y  torturas  de  la  v ctimas,  no  habr an  tenido  lugar  si  laí í  

intervenci n de funcionarios estatales no se hubiera producido, s lo quedaó ó  

dar por establecida la responsabilidad del Estado de Chile en los secuestros 

y apremios f sicos y psicol gicos infligidos los actores.í ó

VIG SIMO  QUINTO:  Que  la  responsabilidad  trae  consigo  laÉ  

indemnizaci n de los perjuicios causados, reparaci n que se ha solicitado enó ó  

relaci n al da o moral sufrido por los demandantes.ó ñ
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VIG SIMO SEXTO: Que para acreditar el da o moral sufrido seÉ ñ  

tendr  en cuenta la prueba documental aportada, es especial, las carpetas deá  

antecedentes entregadas por los actores ante la Comisi n Valech I.ó

VIG SIMO  S PTIMO:  Que  en  cuanto  al  monto  de  laÉ É  

indemnizaci n, se estar  a la circunstancia de que el hecho que causa eló á  

agravio ha permanecido largo tiempo y tenido influencia negativa en el 

desarrollo laboral  y social  de los  actores;  raz n por la  cual  se les  fijaró á 

prudencialmente  la  suma  de  $100.000.000.-  a  cada  uno,  sin  que  ello 

aparezca  que  se  trata  de  un  enriquecimiento  sin  causa  o  un  lucro 

improcedente, como pudiere alegar la demandada.

VIG SIMO OCTAVO: Que la referida cantidad ordenada pagar, seÉ  

har  con el  reajuste  del  ndice de  Precios  al  Consumidor  desde que laá Í  

sentencia quede ejecutoriada hasta su pago efectivo, puesto que, en efecto, 

la obligaci n de indemnizar es declarada con la dictaci n de esta sentenciaó ó  

y el reajuste tiene como nico objeto morigerar los efectos de la inflaci n. ú ó

VIG SIMO NOVENO: Que por haber tenido motivo plausible paraÉ  

litigar, el Fisco no ser  condenado en costas. á

En  consecuencia  y  visto  adem s  la  Convenci n  sobreá ó  

Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesaí í  

Humanidad; Convenio de Ginebra sobre tratamiento de los Prisioneros de 

Guerra;  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos;  Convenci n  deó ó  

Viena sobre los Derechos de los  Tratados; art culos 5, 6, 7 y 38 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  art culo  4  de  la  Ley  N 18.575.-ó í ú í ° °  

Org nica Constitucional sobre Bases de la Administraci n del Estado; Leyesá ó  

N 19.123.- y N 19.980.-; y art culos 144, 170 y 254 y siguientes del C digo° ° í ó  

de Procedimiento Civil,  se acoge la demanda, y se dispone que el Estado 

de Chile debe pagar como indemnizaci n de perjuicios por da o moral aó ñ  

don Belisario Dami n Vergara V liz, don German Fernando Briones Rojas,á é  

don Luis  Rodolfo  Jara  Tapia,  don Pedro  Antonio  Colon Castro  y  don 

Ernesto Omar Contreras Rueda, la suma de $100.000.000.-a cada uno, 

con los reajustes que se indican en el considerando vig simo octavo, siné  

costas.

Reg strese, notif quese y arch vese.í í í
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Pronunciada  por  do a  LIDIA POZA MATUS,  jueza  del  Novenoñ  

Juzgado Civil de Santiago.

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  diecis is de Abril de dos mil veinte é
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa.
A contar del 05 de abril de 2020, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar dos
horas. Para más información consulte http://www.horaoficial.cl
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